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Las relaciones entre el estado y la iglesia católica en Colombia fueron por muchos años motivo de discordia y dieron lugar a enfrentamientos violentos entre los colombianos. Aunque la población no estaba dividida entre los partidarios y los enemigos de Roma, muchos dirigentes llegaron a pensar el conflicto en esos términos, provocando una lectura equívoca respecto del problema de la separación entre estado e iglesia. La violencia de mediados del siglo veinte entre liberales y conservadores tuvo como telón de fondo, entre otros aspectos, este asunto. El no bien ponderado Frente Nacional nos permitió salir de esa encrucijada y colocarnos en el plano de una sociedad cada vez más laica sin tener que arriesgar la paz en razón de los cambios operados. De a pocos, gradualmente, el país pudo abocar temas como el divorcio, la legislación sobre hijos naturales, el matrimonio civil, con mucha más libertad y tranquilidad, hasta llegar a la Constitución de 1991 que reafirma y consolida logros en la materia.

Uno de las realizaciones más preciadas de la Modernidad en cualquier país occidental es el establecimiento de la libertad de cultos y de conciencia, que le da a cada individuo la facultad de decidir y tener las creencias religiosas y políticas que a bien tenga. Se supone que esas creencias no afectan la vida común en tanto otras disposiciones les imponen a todos los ciudadanos, sin excepción, el marco preciso de su comportamiento legal que incluye el respeto a todos los credos y doctrinas que a su vez se acojan a las leyes establecidas. A partir de la Constitución del 91 el país introdujo modificaciones institucionales para adecuarlas a la concepción libertaria subyacente en su articulado. Una de estas modificaciones fue la atinente a la eliminación de la enseñanza religiosa obligatoria en las instituciones educativas del estado. Se consideraba esencial reconocer el respeto por las minorías y el tratamiento igualitario a todos los cultos y credos. Por su parte, los colegios confesionales, de libre existencia, conservaron su libertad de enseñar a sus alumnos la religión por ellos predicada, pues, se entiende, que quien busca el perfeccionamiento de su fe es libre de requerirlo de la institución educativa en la que desea educar a su familia. Así se conservan los linderos del estado y las religiones sin intromisiones, en un ambiente de respeto y garantías.

Pero, no todo está libre de perturbaciones. En la actividad política, que es una de las que más conflictos ha suscitado en la relación de la iglesia católica con el estado colombiano, las cosas no se pueden dar por zanjadas.  Desde los años sesenta del siglo pasado, bajo el paraguas de la teología de la liberación, un amplio sector del clero optó por intervenir en política arguyendo una opción por los pobres. No es del caso citar las máximas de un discurso que conllevó a intromisiones del clero en álgidos asuntos de la política. Lo cierto es que, como se hizo este viraje hacia una posición progresista cuando no revolucionaria y altruista, se llegó a pensar, por parte de la opinión crítica, que ahí no había problema. Hubo silencios y también apoyos y miradas entusiastas de simpatía hacia los curas “rojos”. Se creyó que, ahí sí, la iglesia cumplía una misión acorde con el mensaje cristiano. 

No veo por parte alguna en ningún país latinoamericano un balance del significado y las consecuencias del proceder del clero progresista. Hubo curas que sin abandonar el sacerdocio ni la sotana abrazaron el camino de las armas, otros el del activismo político electoral.  Nadie se atreve a plantear que la laicidad le ha entregado en bandeja de plata al clero una bandera que tuvo un altísimo costo ganarla, la de la separación entre la iglesia y el estado, de la que se desprende, necesariamente, la no intervención del clero en política, ni en sentido partidista ni en sentido genérico. La intelectualidad de izquierda arrió sus banderas y prefirió, sin pensar en los desastres que tal actitud podría ocasionar, ver y aplaudir un clero “comprometido con el pueblo”. Dejaron a un lado el rigor filosófico que manda y estipula que es indeseable cualquier intromisión en la política por parte de grupos religiosos y de iglesias, sean del signo que sean, porque el pensamiento moderno considera que los problemas del poder terrenal no se deben revolver con los atinentes al poder espiritual o religioso. Si un cura u obispo quiere participar en política debe abandonar la sotana, signo de poder religioso que se constituye en ventaja desmedida frente a quienes hacen política desde una posición laica. Es la misma opinión ilustrada y progresista que se asusta y enoja y que asume hasta posiciones de irreverencia ofensiva cuando los prelados condenan el aborto y otras conductas civiles que ellos califican de atentatorias de sus dogmas. Es una actitud muy curiosa la de los intelectuales “progres” que le piden a la iglesia abandonar el dogma en asuntos en que no es del caso exigírselos, y en cambio, en el delicado campo de la política salen a aplaudir lo que a la luz de la modernidad es inadmisible: la intromisión del clero en las controversias de la política.
Querámoslo o no, la religión y sus sacerdotes, con todos sus aditamentos tienen una investidura desde la que se puede hacer presión sobre la opinión regular y el comportamiento ciudadano. La intervención del clero en política provocó muchas guerras en muchos países. La filosofía liberal no procuraba ni exigía tan sólo que los curas y la iglesia no se alineasen con los conservadores, sino, en general, en toda actividad política. Ellos están para propagar su fe y adorar a sus santos, a su dios y guiar a su rebaño por los caminos del evangelio. Por lo mismo, no es coherente aupar al clero y a la iglesia cuando interviene a favor de causas sobre el supuesto de que son “políticamente correctas o de avanzada”. Es que no es deseable que lo haga a favor de ninguna causa por altruista que ella sea. La religión no debe tomar partido en las lides políticas. Es un bastión ganado por el pensamiento moderno.
Dejar la puerta abierta puede traducirse en actitudes que hieren a la democracia o a algunos de sus personeros. En el pasado, la iglesia católica condenó el liberalismo colombiano como un pecado, el obispo Builes excomulgaba a liberales por ser liberales y llegó a decir que matarlos no era pecado. En tiempos actuales tenemos como ejemplo, el alegato del sacerdote jesuita Javier Giraldo Sanín que se declara en objeción de conciencia ante la justicia colombiana ante una citación que la fiscalía le hizo en 2009. ¿No está incurriendo el sacerdote en un abuso de su investidura religiosa? No me voy a referir a las honduras dialécticas o teológicas sobre las que supuestamente se apoya para validar su insubordinación. El problema, para mí, es más simple y sencillo de que lo que se piensa. Ningún ciudadano puede declararse en objeción de conciencia ante la Justicia. La objeción de conciencia es una figura adoptada con generosidad y liberalidad por las democracias y procede para tópicos que no se pueden alargar arbitrariamente, como el del servicio militar obligatorio. Jamás para eludir la Ley o la Justicia. La actitud del padre Giraldo constituye una afrenta a estas y por tanto a la sociedad que ha legitimado las leyes e instituciones vigentes. Y es una afrenta que transmite una señal muy peligrosa, la de que los sacerdotes sólo acatan la justicia divina y desdicen o reniegan de la justicia laica y se arrogan la función de validar o invalidar la acción de la justicia humana. Pregúntese el lector ¿cuántos siglos estaríamos retrocediendo de admitirse este exabrupto jurídico? ¿No es esta una manera de poner fuera del alcance de los tribunales a los curas que violan las leyes y que cometen delitos como los de pederastia y pedofilia, para poner sólo un ejemplo?
Dejar la puerta abierta ha significado la instalación en el seno de la iglesia católica colombiana de un discurso sobre el llamado “conflicto armado” al que le anteponen el prefino “social” que pretende plantear un supuesto entronque entre los conflictos sociales y la existencia de grupos armados ilegales de corte terrorista como si estos tuviesen algún grado de representación de lo social o de algún movimiento social o de sectores importantes de la población. El clero debe evitar la tentación de caer en el campo minado de la política. La institución religiosa es más lo que pierde que lo que gana en credibilidad. Deben recordar el mensaje de Jesús “mi reino no es de este mundo”. Deben entender que la sotana sigue siendo un símbolo de poder del que no se debe abusar.
Ni la ley ni el estado moderno tienen por qué incidir en los credos, confesiones y militancias religiosas de sus asociados. De la misma forma, las iglesias y los credos tienen la obligación de no intervenir o inmiscuirse en política. Nunca habrá plena claridad al respecto de esta relación, pero no sobra advertir que no estamos en la era de la fé sino en la de la razón.
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